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ACCIONANTE:  PEDRO ANTONIO TORO P. 
NIEGA AMPARO

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Superación del hecho que tenía en vilo la garantía constitucional

“(…) en este caso si bien pudo presentarse un quebrantamiento del debido proceso por parte del Centro de Servicios Administrativos de Ejecución de Penas de Palmira (Valle), por cuanto no remitió a ese despacho la solicitud que fue enviada por el Centro de Servicios de Pereira, y al no haber remitido el expediente en forma diligente y ágil, pese a la orden dada por el juzgado que tenía a cargo la actuación, se trata de una situación superada porque a la fecha se tiene noticia que el mismo ya se encuentra en esta ciudad y fue asignado al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el pasado 08 de agosto, despacho que ya asumió el conocimiento del asunto y dará trámite al requerimiento del actor.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciséis (16) de agosto de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No. 719
                                                   Hora: 7:20 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano PEDRO ANTONIO TORO PÉREZ contra el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rad.), y el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Palmira (Valle), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de petición y debido proceso.     

2.- SOLICITUD 

Lo consignado en el escrito de tutela por el señor TORO PÉREZ se puede concretar así: (i) se encuentra privado de la libertad desde septiembre 20 de 2012, en virtud del proceso tramitado en su contra por la conducta punible de tráfico de estupefacientes radicado al N° 765206000-1802012-01364, dentro del cual el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Palmira (Valle) profirió sentencia  en agosto 02 de 2013 en la que fue condenado a la sanción privativa de la libertad de 7 años; (ii) la vigilancia de la pena correspondió inicialmente al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Palmira (Valle), despacho que remitió el expediente a esta ciudad en junio 21 de 2016 debido a que le fue concedida la prisión domiciliaria en esta capital; (iii) en abril 13 de 2016 mediante escrito presentado ante el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dirigido al juez de reparto, su apoderado solicitó que se le otorgara la libertad condicional al considerar que reúne los requisitos para ello; (iv) hasta el momento de presentar la acción no se ha dado respuesta a su solicitud, pese a que era obligación de la oficina de apoyo pedir la remisión del proceso; y (vi) con la actuación desplegada por ambas dependencias se le han vulnerado sus garantías constitucionales de petición y  debido proceso al no dar respuesta de fondo a su requerimiento.
Con fundamento en lo anterior solicita el amparo de los derechos que le están siendo conculcados; y en consecuencia se ordene a los accionados solicitar el expediente y repartirlo al juez que corresponda, para que se dé respuesta de fondo a su petición.
 3.- CONTESTACIÓN

- El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Palmira (Valle) por intermedio de su asistente jurídico indicó que ese despacho vigiló la ejecución de la pena impuesta a PEDRO ANTONIO TORO PÉREZ, condenado por el Juzgado 3° Penal del Circuito de ese mismo municipio en sentencia de agosto 02 de 2013, dentro del expediente con radicación N°. 76520600016020120136400 N.I. 23. 
Señaló que en auto de mayo 18 de 2016 se ordenó la remisión del expediente a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Reparto), toda vez que el condenado se encuentra en prisión domiciliaria en esta ciudad, y en junio 21 de 2016 se hizo la anotación de salida en el sistema justicia Siglo XXI; sin embargo, una vez verificado con el Centro de Servicios Administrativos y de acuerdo a la planilla de correo 472, el expediente fue enviado el pasado 5 de agosto.

Por lo anterior considera que no ha vulnerado al interno ningún derecho fundamental.
- El Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad informó que revisada la base de datos Siglo XXI de esa dependencia y de cada uno de los juzgados, no se encontró proceso alguno tramitado contra el señor PEDRO ANTONIO TORO PÉREZ, lo cual le fue comunicado al abogado DAYRO PÉREZ BETANCURT con oficio número 1567 de junio 03 de 2016, en virtud de la solicitud que radicó en esa misma fecha, tal como consta en el recibido que se anexa.
En el correo entregado en agosto 08 de 2016 en horas de la tarde, fue recibido el referido proceso, cuyo conocimiento correspondió por reparto al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, con radicación 34014.

- En agosto 08 de 2016 el asistente jurídico del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Palmira (Valle) informó que a pesar de haberse ordenado la remisión del expediente tramitado contra el señor PEDRO ANTONIO TORO PÉREZ desde junio 21 de 2016, el mismo solo fue enviado por correo el viernes 05 de agosto del año en curso, debido a la congestión del Centro de Servicios Administrativos de esa ciudad.
- El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) luego de hacer un recuento cronológico de las actuaciones que reposan en el expediente, indica que no le asiste responsabilidad alguna en este asunto, toda vez que el proceso apenas fue asignado el día anterior a ese despacho, por lo que se avocó el conocimiento de la actuación y se dispuso lo pertinente para la debida resolución de lo pretendido por el accionante.
Al efecto precisó que en mayo 19 de 2016 la Juez Segunda de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Palmira (Valle) dispuso la remisión del expediente a sus homólogos en esta ciudad, debido a la concesión de la prisión domiciliaria; no obstante, pudo averiguar con el secretario del Centro de Servicios Administrativos de Palmira (Valle) que el proceso solo fue remitido en agosto 05 de 2016, lo cual fue informado a esta Sala en oficio del pasado 08 de agosto.

De igual forma indicó que en el proceso obra oficio de abril 14 de 2016 suscrito por el secretario del Centro de Servicios de esta ciudad, en el cual se remitió a la misma dependencia en Palmira (Valle) la documentación allegada por el sentenciado ahora accionante, toda vez que el expediente del señor TORO PÉREZ no había sido recibido en ese despacho.
En esas condiciones, itera que ese juzgado no tiene ninguna injerencia o relación procesal en los hechos que se describen como vulneradores de sus derechos el tutelante, razón por la que solicita la desvinculación en el presente asunto.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales de petición y debido proceso del actor; y en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que deben realizar los despachos involucrados a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El señor PEDRO ANTONIO TORO PÉREZ acude ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, consistente en que no se le ha dado respuesta de fondo a la solicitud de libertad condicional que elevó su defensor desde abril 13 de 2016.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09, y en la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 de la referida norma en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” 
En el caso concreto, una vez confrontada la información que aportó el señor PEDRO ANTONIO TORO PÉREZ con la respuesta entregada por cada uno de los despachos accionados, se concluye que actualmente no existe vulneración de las garantías fundamentales invocadas, como pasa a explicarse:

Previamente debe precisar la Sala, que en principio la respuesta del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Palmira (Valle) no debería tenerse en cuenta, toda vez que no fue suscrita por su titular; no obstante, al haberse corroborado la veracidad de su contenido con las demás contestaciones que fueron allegadas a la actuación, se le dará validez a la misma.
De acuerdo a lo manifestado por el actor, la solicitud tendiente a que se le concediera la libertad condicional fue presentada en abril 13 de 2016, al respecto se pudo establecer que dicha petición se remitió por el secretario del Centro de Servicios Judiciales de esta ciudad mediante oficio N° 1028 de abril 14 de 2016 a los Juzgados de Ejecución de Penas de Palmira (Valle), por cuanto el expediente se encontraba en esos despachos. El oficio tiene el sello del Centro de Servicios de Palmira (Valle) con fecha de abril 18 de 2016, lo que permite inferir que esa dependencia recibió la comunicación, pero se desconoce si la entregó al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de esa ciudad, el cual no indicó nada al respecto en su respuesta.
Pese a que el accionante indicó que la petición fue radicada en el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de esta ciudad y dirigida al juez de reparto, por cuanto el Juzgado Segundo de esa misma especialidad de Palmira (Valle), al que de manera inicial le correspondió la vigilancia de la pena, le informó que el expediente se remitió para Pereira (Rda.) puesto que tiene detención domiciliaria en este capital, a renglón seguido señala que el proceso fue enviado en junio 21 de 2016, de lo que se infiere que era consciente que al momento de presentar la petición -abril 13 de 2016- el expediente aún no se encontraban en esta ciudad; y por tanto, no era posible que se le diera trámite a su solicitud.
Ahora, por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de Palmira (Valle) se indicó a esta Sala que a pesar de haberse ordenado el traslado del proceso a esta capital, ello únicamente se hizo efectivo por parte del Centro de Servicios que corresponde a esos despachos en agosto 05 de 2016, lo que coincide con lo informado por el Centro de Servicios Administrativos de Pereira, dependencia que además señaló que el expediente arribó en agosto 08 de 2016, e inmediatamente fue asignado al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, tal como lo refirió el titular de ese despacho en su respuesta.
De igual forma, por parte del Centro de Servicios Administrativos de esta ciudad se indicó que la petición presentada en junio 03 de 2016 por el apoderado del accionante -la cual también se adjuntó a la tutela y sí cuenta con el correspondiente recibido-, en la que reiteró la solicitud de libertad condicional, fue contestada mediante oficio N° 1567 de la misma fecha, tal como consta en el anexo allegado al descorrer el traslado, en el que se informó que el proceso en mención no se encontraba en ninguno de los Juzgados de Ejecución de Penas de Pereira.
En esas condiciones no puede decirse que la falta de trámite al requerimiento del accionante fue producto de una actuación negligente del Centro de Servicios Administrativos de Ejecución de Penas de esta ciudad o del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de Palmira (Valle), puesto que el primero de los referidos no podía pronunciarse de fondo sobre el asunto y por ello lo envió a los juzgados de Palmira debido a que allí se encontraba el proceso; mientras que el segundo, no tenía conocimiento de la petición puesto que no fue radicada en ese despacho y pese a que se remitió al Centro de Servicios correspondiente a ese juzgado, al parecer nunca se le informó al respecto.
Se advierte que el actor mediante su apoderado no obstante saber que el expediente aún no se encontraba en ninguno de los despachos de Pereira, presentó una petición que no podía ser resuelta, al parecer porque en su criterio, según se infiere de las pretensiones del amparo, el Centro de Servicios Administrativos de Ejecución de Penas de esta ciudad tenía la obligación de solicitar el proceso; pero contrario a ello, esa dependencia no tiene competencia para ello sin mediar ninguna orden judicial en ese sentido, y es responsabilidad del despacho que conoce el asunto una vez se traslade al detenido de ubicación geográfica, como ocurrió en este caso, enviar las diligencias para que la vigilancia sea ejercida por uno de los despachos que pertenezcan al correspondiente distrito, pero nada impedía que el sentenciado solicitara la remisión del expediente, al tener conocimiento que el mismo no había sido trasladado.
En esas condiciones, debe decirse que en este caso si bien pudo presentarse un quebrantamiento del debido proceso por parte del Centro de Servicios Administrativos de Ejecución de Penas de Palmira (Valle), por cuanto no remitió a ese despacho la solicitud que fue enviada por el Centro de Servicios de Pereira, y al no haber remitido el expediente en forma diligente y ágil, pese a la orden dada por el juzgado que tenía a cargo la actuación, se trata de una situación superada porque a la fecha se tiene noticia que el mismo ya se encuentra en esta ciudad y fue asignado al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el pasado 08 de agosto, despacho que ya asumió el conocimiento del asunto y dará trámite al requerimiento del actor.
Así las cosas, acorde con lo discurrido, no puede concederse la protección de las garantías constitucionales invocadas, puesto que no es posible ordenar al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que acaba de asumir la vigilancia de la pena impuesta al señor PEDRO ANTONIO TORO PÉREZ , y que por ende no ha incurrido en ninguna omisión, pronunciarse de fondo sobre el asunto, ya que se encuentra dentro del término legal para hacerlo, y de manera diligente ha dispuesto lo pertinente para definir lo solicitado; en consecuencia, se negará el amparo deprecado.

ANOTACIÓN FINAL

Se ordenará oficiar al titular del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Palmira (Valle), para que a futuro sea él quien directamente se pronuncie dentro de las acciones a las que sea vinculado ese despacho, por cuanto la responsabilidad dentro de dichos trámites recae directamente sobre el funcionario a cargo del cual está el juzgado.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el ciudadano PEDRO ANTONIO TORO PÉREZ.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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